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' 1 PRESENTACIÓN 

Un tema de la mayor Importancia en una economía de mercado 
es la protección de la competencia, asunto que en Colombia 
tiene especial amparo, de manera particular, en el artículo 333 
constltucfonal. En el caso de los servicios públicos esta materia 
adquirió gran relevancia al consagrar el artículo 365 superior que 
tales servicios ya no los presta sólo el Estado, sino también los 
particulares y las comunidades organizadas. A la par con estas 
reglas de competencia, el Estado se reservó dos importantes 
funciones: la regulación y el control, función, esta última, que 
tratándose de los servicios públicos domiciliarios tiene una es­
pecificidad que es ajena a otros servicios y consiste en que por 
disposición del articulo 3 70 de fa Constitución se encomendó 
a un solo órgano -la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios-, de manera exclusiva, la vigilancia y el control de 
las entidades que presten tales servicios . 

Sin embargo, a pesar de la clara prescripción del artículo 3 70 
citado y de los distintos pronunciamientos de la Corte Constitu­
cional en el sentido de que la ley no puede atribuir a autoridad 
distinta de la Superintendencia de Servicios Públicos Domici­
liarios materia alguna relacionada con la vigilancia y control de 
las entidades que prestan esos servicios, se han presentado a 
consideración del Congreso de la República varias iniciativas de 
reforma legislativa con la pretensión de trasladar funciones de 
la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios a otros 
órganos del Estado . 

Uno de esos intentos de reforma legislativa fue el proyecto de 
ley 108 de 2005 Cámara (ya archivado), mediante el cual se 
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buscaba transferir a la Superintendencia de Industria 
las facul~d_es que en materia de competencia desl:a~omerclo 
cas restr1ct1vas de la competencia le atribuyen a 1 5 Y ~ráctl­
dencia de Servicios Públicos el numeral 32 del a t~ 1 up;r1nten-

ley 142 de_ 19~_4 en cumplimiento del mandato ~~~~r~cu~o ~~1
0
ª 

de la Const1tucron. 

Pues bien, a raíz d_el tr~ml~e legislativo del proyecto de ley los y 
dadas las ~uertes 1mphcac1ones negativas que el proyecto de re­
forma pod1a tener en el esquema regulación, vigilancia y cont 

1 diseñad~ ~~ 1~ Constituci~n para el sector de los servicios pú~~­
cos dom1c1l1ar1os, esta Entidad encargó al Profesor Hugo Palacios 
Mejía la elaboración del análisis del citado proyecto . 

Como resultado del estudio del proyecto de ley 108, el profesor 
Palacios Mejía elaboró el documento "La Constitución y la Espe­
cialización de las funciones de protección a la Competencia en 
materia de Servicios Públicos Domiciliarlos", en el cual expone 
las razones de orden constitucional y de inconveniencia por las 
cuales tal iniciativa debía ser archivada. 

Teniendo en cuenta el rigor conceptual del referido estudio, esta 
Superintendencia ha decidido difundir el documento del profe­
sor Palacios Mejía, el cual, no dudamos, será de gran interés 
para todos los estudiosos de estos importantes temas . 

• 
-'\,,....,..___ L.>-.-...,,... • l • ,.,, 

Evamaría Uribe Tobón 

Superintendente de SeNicios Públicos 

t ....................................................................... . 
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LA CONSTITUCIÓN Y LA ESPECIALIZACIÓN 
oe LAS FUNCIONES DE PROTECCIÓN 
A LA COMPETENCIA EN MATERIA DE 

SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS 

l. PROPÓSITO 

Hooo P~LA005 Mf.líA1 

ENUIO Df 2006. 

Este documento contiene un estudio jurídico general sobre los 
aspectos constitucionales y legales de la facultad que tiene la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios para la ins­
pección, control y vigilancia de las prácticas de los prestadores 
de tales servicios en cuanto pueden afectar la competencia en 
el mercado . 

El documento subraya la necesldad de atribuir a la Superinten­
dencia la facultad de actuar en prevención frente a los proyectos 
de integración de empresas en el sector . 

Pero, sobre todo, el documento analiza la propuesta de trasla­
dar a la Superintendencia de Industria y Comercio la facultad de 
vigilar las prácticas competitivas de las empresas prestadoras 
de servicios públicos domiciliarios. En diversas ocasiones se ha 
propuesto tal traslado; y, recientemente, apareció en la Cámara 
de Representantes en el proyecto de ley 108 de 2005, ya ar­
chivado. 
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El documento sostiene que tal traslado violaría la Constitución 

Política, además de ser Inconveniente • 

11. PARTICULARIDAD DE LOS SERVICIOS PúBLICOS 

DOMICILIARIOS 

1. EL CONCEPTO BAs1co 

He señalado en otras ocasiones2 que, de acuerdo con la Consti­
tución, pueden considerarse como "servicios públicos domicilia­
rios" todas las actividades ordenadas a la generación o captación, 
transformación, transmisión o transporte, distribución, comer­
cialización y provisión masiva de aquellos bienes de consumo 
y servicios de naturaleza homogénea, producibles en masa por 
empresas y mediante un régimen de tarifas que, en cada etapa 
de desarrollo económico y social, todos los residentes en el país 
necesitan en forma continua en su lugar de habitación y trabajo 
para disfrutar en este de libertad e intimidad frente a terceros, 
vivir en forma digna y saludable y adelantar actividades produc-

tivas. 

2. CARACTERÍSTICAS CONSTITUCIONALES DE LOS 

SERVICIOS PúBLICOS DOMICILIARIOS 

Con base en la Constitución y en la jurisprudencia de la Cor­
te Constitucional, puede afirmarse que los "servicios públicos 
domiciliarios" tienen ciertas características especiales, que los 
distinguen de bienes y servicios que se transan en otros mer­
cados, donde corresponde a la Superintendencia de Industria y 
Comercio o a otras entidades aplicar las reglas sobre competen­
cia. Tales características son: 

2 PAL\{:IO'ó ~·•JI.\, 1-t•·Go. ·EL bl:.RE.CHO Dt: LOS SEllVlCIOS l'Íroucos". El>. Dl::lt.t.:C'IIO \'IGt:.vrt:. l!l'J9, l'ÁGl/.:A 

42. 
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1) 

11) 

111) 

IV) 

V) 

VI) 

VII) 

. 1 ,· , • ¡' • ' . . 

A diferencia de otros bienes y seNíclos, tienen una estre­
cha conexión con los derechos fundamentales~ • 

Los bienes o servicios provistos pueden utili~rse en dis• 
tintas cantidades, pero el uso o consumo de ciertas_ cantl· 
dades mínimas es indispensable para atender necesidades 
''básicas" de fas personas ( artículo 368). 

según el artículo 2 de la Constitución, en relación con di· 
chos servicios, las autoridades tienen ciertos de~eres ~o­
ciales. Por su parte, el artículo 365 señala que: 1) son in­
herentes a la finalidad social del Estado, Y il) que es deber 
del mismo "asegurar su prestación eficiente a todos l~s 
habitantes del territorio nacional". Deberes que no están 
presentes en relación con otro tipo de bienes o seNicios. 

Al afirmar que todas las personas deberían recibir la posibi­
lidad de usar al menos ciertas cantidades mínimas desea­
bles, ello (artículo 368) implica que los bienes y seNicios 
respectivos tienen una naturaleza "masiva", y dentro de 
cada especie, homogénea. 

su prestación depende de la existencia de una infraestruc­
tura, limitada y expandible. Y como quiera que la carencia 
de los seNicios tiene un enorme impacto negativo en el 
bienestar de la población, hay razones humanitarias y de 
eficiencia social que imponen el objetivo de extender la co-

bertura . 

Los bienes y seNicios que se proporcionan son suscepti• 
bles de controles objetivos de calidad y de eficiencia ( artí­
culos 367 y 370 de la Constitución Porítica). 

Los servicios públicos domiciliarios pueden ofrecerse a la 
población por medio de un régimen tarifario (artículo 367 
de la Constitución Política). 

8 SI Hll:. ... , •~ l'kl:0-C"ll'IO, lJ. l>.:REC-110 ,\ 1.t>S Sl.R\·Jfll>~ l'l'Dl.lCOS, Ql'E C'O:\IPRl-... l>E.: l) LA E.~IS'l'~'-CI.\ DlJ.. 

!".t•:.,-1°.\l.f~'i, Y l't)lt l.<> TAS"l't>, 11.\ l'\11"1'.l-\D<> U. l>t.JtU.'110 ,\ IIU-IBlll ClUl'I'(>~ St:.RVICIOS l"l BUCC.>S bl>'.\UCIU\• 

Rl(>S. (Pt>R 1;1 .-.,, rw, 1.,,s si::."'rt:.-..<·1,,s T,'W.S Dll 1-1 1>1:: Jl 1.10 PI:. 1994 Y 'l"'.463 ou. :.!6 DE. oc11 URt: Dl:: 1994). 
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VIII) La Constitución permite que ese régimen tarifa ¡ 1 
t · b · r o ncluya 

IX) 

X) 

con r1 uc1ones a cargo de ciertos usuarios de esp • 1 'd d • . ec1a ca~ 
pac1 a econom1ca, con el propósito de financiar sub ldl 
para los usuarios más pobres. 

5 
os 

º.: acuerdo con el artículo 368 de la Constitución, la Na­
c,on, los departamentos, los distritos, los municipios y 1 
entidades descentralizadas pueden ayudar a las perso as 
d 

. nas 
e menores ingresos a pagar las tarifas de los servicio 

públicos domiciliarios, en cuanto sea necesario para cubr~ 
sus necesidades básicas, por medio de subsidios en su~ 
respectivos presupuestos. 

El artículo 369 de la Constitución otorga a los usuarios, 
respecto de las empresas estatales que presten el servicio, 
y solo respecto de ellas, derechos típicos del propietario, 
como son los de "gestión y fiscalización" . 

3. ALGUNAS CARACTERlSTICAS ECONÓMICAS DE LOS 

SERVICIOS P06LICOS 

Además de la gran incidencia de los servicios públicos domici­
liarios en la calidad de vida de las personas, desde el punto de 
vista económico, esta industria se caracteriza porque: i) tiene 
externalidades que justifican la intervención del Estado, y ii) su 
mercado es propicio para el desarrollo de economías de escala y 
por tanto tiende hacia la conformación de monopolios

4
• 

Este es un sector en donde, tradicionalmente, ha habido gran­
des ''barreras económicas de entrada", y, por lo tanto, conseguir 
competencia en él es mucho más difícil que en otr~s sectore~, 
cuyas reglas de competencia debe proteger la Su~er1ntendenc1a 
de Industria y Comercio . Al mismo tiempo, es mas probable en 
este sector la presencia de abusos de posición dominante. 

: ···· ··· · ··••· ·• ••••• •••• •••• •• ••• ••••• •••• •• - ·~ •~······· ··· ····-···· ···· · 
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De otro lado, para proteger efectivamente a los usuarios, y con 
ello hacer realidad los mandatos constitucionales sobre 

"derecho a la competencia" en los servicios públicos domicilia­
rlos, es preciso que el régimen se extienda no solo a la comer­
clallzación, sino también a las etapas de generación y transmi­
sión, cuando ello es posible por la naturaleza del servicio . 

No es por eso casual que la Constitución le haya dado al sector 
un régimen especial y que se haya ocupado directamente en el 
artículo 3 70 de señalar, por su nombre, una entidad encargada 
de asegurar la inspección, control y vigilancia del sector; o de 
que el Congreso colombiano, obrando para atender una conmi­
nación de origen constltuclonal, haya aprobado las leyes 142 y 
143 de 1994 . 

Cualquier proyecto que ignore la importancia de las diferencias 
anotadas entre el sector de los servicios públicos domiciliarios y 
otros sectores de la economía resulta opuesto a la Constitución 
y, lo que es peor, implica el regreso a una visión premoderna del 
Impacto de tales servicios en el desarrollo económico y social 
del país. 

111. lA INTERVENCIÓN ESTATAL EN LOS SERVICIOS 

PúBLICOS DOMICILIARIOS 

La Constitución de 1991 fue pionera -quizás en el mundo- en 
incluir normas especiales en materia de servicios públicos do-
miciliarios . 

De acuerdo con la Constitución, la intervención del Estado en 
los servicios públicos tiene como finalidad principal asegu­
rar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio 

nacional . 

De acuerdo con la Constitución, i) los servicios públicos están 
sometidos al ordenamiento jurídico que determine la ley, Y li) 
pueden ser prestados por el Estado, d,recta o indirectamente, 
por comunidades organizadas o por particulares. 
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El actual régimen constitucional y legal sobre servicios públicos 
domiciliarios está construido sobre la premisa de que la mejor 
manera de atender los fines sociales relativos a los servicios 
públicos domiciliarios consiste en buscar expansiones de cober­
tura y eficiencia. Para ello se aprovecha, en lo posible, el Interés 
de los particulares en obtener una rentabilidad, sin perjuicio de 
que el Estado intervenga para asegurar que ese interés se desa­
rrolle dentro de ciertos límites, y para proveer de subsidios a los 
usuarios más pobres. 

Por eso, debido a la especial naturaleza de los servicios públicos 
domiciliarios, inherentes a la finalidad social del EstadQ, a este 
corresponde: 

1) la garantía de su prestación; 

11) la regulación, el control y la vigllancfa de dichos servicios; 

111) el deber de fijar, a través de la ley, las competencias y res­
ponsabilidades relativas a la prestación de los servicios pú­
blicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación, y 
el régimen tarifario que tendrá en cuenta, además de los 
criterios de costos, los de solidaridad y redistribución de 

ingresos. 

Para el desarrollo de los objetivos mencionados, el Estado de­
berá atender: i) los términos generales de la intervención en la 
economía según lo dispuesto por los artículos 333 Y 334, y ii) 
el articulado especial del Capítulo V del Título XII de la Constitu-
--c1on . 

1. REGLAS GENERALES! LA INTERVENCIÓN DEL ARríCULO 334 

De acuerdo con el artículo 334 de la Constitución, el Estado a 
través del Congreso intervendrá en los servicios públicos, para 
racionalizar la economía con el fin de conseguir: i) el mejora­
miento de la calidad de vida de los habitantes, ii) la distribución 
equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo, Y 
iii) la preservación de un ambiente sano. En particular se busca 

• 
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asegurar que "todas las personas, en particular las de menores 
Ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios bási• 
cos". (Subrayas fuera de texto) . 

2. REGLAS ESPECIALES: EL CAPÍTULO V DEL TiTULO XII 
DE LA CONSTITUCIÓN 

En el artículo 3 70 de la Constitución se le otorgó al Presidente 
de la República la atribución de señalar, con sujeción a la ley, las 
políticas generales de administración y control de eficiencia de 
los servicios públicos domiciliarios y de ejercer por medio de la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios el control, 
la inspección y vigilancia de las entidades que los prestan . 

Por razón de su alto origen constitucional, dicha atribución y la 
forma de ejercerla no pueden modificarse con base en el nume­
ral 7 del artículo 150 de la Constitución, que establece que le 
corresponde al Congreso determinar la estructura de la adminis­
tración nacional y crear, suprimir o fusionar superintendencias, y 
señalar sus objetivos y estructura orgánica. 

Sin embargo, de acuerdo con el numeral 8 del articulo 150 de la 
Constitución, el Congreso podrá expedir las normas a las cuales 
debe sujetarse el Gobierno para el ejercicio de las funciones de 

ar u 

inspección y vigilancia (art. 150.8) y, por supuesto, la inspec-
ción y vigilancia en materia de prestación de servicios públicos 
domiciliarios. 

Esta facultad concuerda con el numeral 21 del articulo 150 de 
la Constitución, que permite al Congreso regular a través de nor­
mas generales los objetivos y criterios gue debe agllcar el Go­
bierno_para fJjar los límites a la libertad económica. La facultad de 
inspección, control y vigilancia es indispensable para asegurar la 
obediencia a tales rímites. 

Como ya se mencionó, el objetivo principal constitucional, en 
materia de servicios públicos domiciliarios, es asegurar su pres­
tación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. De 
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manera especial, en consonancia con la Constitución, la Ley 142 
de 1994 busca que las personas de menores Ingresos puedan 
pagar las tarifas de los servicios públicos domlclllarlos que cu­
bran sus necesidades básicas y establecer un régimen de dere­
chos y deberes de los usuarios. 

La inspección, control y vlgilancla del Estado sobre la presta­
ción de los servicios públicos debe buscar, entonces, en primer 
término, asegurar que esos propósitos constitucionales tengan 
cumplimiento. Pero no solo ellos sino, como explicaré en segui­
da, los propósitos relativos a la protección de la competencia. 

IV. LA CONSTITUCIÓN Y lA COMPETENCIA 

De acuerdo con la teoría económica, la existencia de competen­
cia perfecta, entre otros requisitos, es indispensable para que 
una sociedad pueda conseguir que aquellos recursos de que 
dispone permitan producir la mayor cantidad de bienes y servi­
cios posibles para sus habitantes . 

Como señala el tratadista Juan Ignacio Font 

. .. \\En el campo de la circulación de bienes y servicios y, en 
general, en el ejercicio de toda actividad económica organizada 
dentro de un sistema económico capitalista, la competencia tie­
ne una relevancia fundamental, hasta el punto de que se la ha 
llegado a considerar el alma del comercio y, más modernamen­
te, el motor del sistema de economía de mercado"5 

• 

Uno de los aspectos centrales de la Constitución de 1991 con­
siste en haber establecido reglas de estímulo y protección a la 
competencia que obligaron a producir cambios drásticos en el 
sector de los servicios públicos domiciliarios. Por regla general, 
hasta que se promulgó la Constitución Política, y en particular 
hasta antes de la Ley 142, los prestadores de los ahora llamados 
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servicios públicos domiciliarlos eran empresas estatales que ac­
tuaban en condiciones monopolístlcas. 

Entre las normas que impulsaron el cambio vale destacar el in· 
ciso segundo del artículo 333 de la Constítución, el cual señala 
que la libre competencia económica es un derecho de todos 
que supone responsabilidades. La Constitución misma incluyó 
"la libre competencia económica" dentro de los "derechos co­
lectivos" (Art. 88). 

Por ello, si bien los empresarios tienen un "derecho" a competir, 
desde la óptica constitucional existe un mayor énfasis en el de­
recho de los consumidores a que los empresarios compitan . 

V. EVOLUCIÓN DE LAS NORMAS SOBRE COMPETENCIA 

EN EL SECTOR DE LOS 5ERVIC!OS PúBLICOS 

DOMICILIARIOS 

En el ordenamiento legal colombiano las normas sobre "prác­
ticas restrictivas de la competencia" tienen como precedente 
fundamental la Ley 155 de 1959, y las normas que la han com­
plementado o sustituido . 

Estas normas, a la luz de la Constitución de 1991, se aplican e 
interpretan ahora en función de fines constitucionales explícitos, 
por las razones expuestas arriba . 

El artículo 1 ºdela Ley 155 de 1959, modificado por el decreto 
3307 de 1963, señala: 

Quedan prohibidos los acuerdos o convenios que directa o in­
directamente tengan por objeto limitar la producción, abasteci­
miento, distribución o consumo de materias primas, productos, 
mercancías o servicios nacionales o extranjeros y en general, 
toda clase de prácticas y procedimientos o sistemas tendientes 
a limitar la libre competencia y a mantener o determinar precios 
inequitativos . 

Par. El Gobierno, sin embargo, podrá autorizar la celebración de 
acuerdos o convenios que, no obstante limitar la libre compe-

• 

' 
' ' • • • . 
• • • . 
' • • • • • • • • . 
• . • • • . 
• • • • • . . 
• • . 
• • • . 
• • • • • • • • • • • • • • . 
• • • • • . 
• • • • 

• • • • • • • • • • • • • 
1 
• . 
• • ••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

13 



• . 
• • • • • . 
• • • • • • • • • • • • • • • . • • • • . . 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • . 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

• • • • • • • • • • • • • • • • . 
• • . . 
• . 
• • • . 
• • 

tencia, tengan por fin defender la estabilidad de un sector básico 
de la producción de bienes o servicios de Interés para la econo-
mía general. 

Los artículos 47 y 48 del decreto 2153 de 1992 señalan actos 
o acuerdos que se consideran contrarios a la libre competencia . 
Recientemente, además, la Comisión de la Comunidad Andina 
de Naciones expidió la decisión 608. que contiene "normas para 
la protección y promoción de la libre competencia en la Comu-

nidad Andina". 

Aunque estas reglas son aplicables a las empresas de servicios 
públicos domiciliarios, el hecho de que el constituyente hubiese 
advertido que la prestación de servicios públicos domiciliarios 
atiende problemas económicos y sociales muy peculiares, y 
que, por eso, hubiese querido crear normas especiales sobre la 
materia, exigía que también el legislador abordara el tema de las 
prácticas restrictivas de la competencia en forma especial para 

este sector. 

De esta manera, el artículo 34 de la Ley 142 de 1994 dispuso: 

Prohibición de prácticas discriminatorias, abusivas o restrictivas. 
Las empresas de servicios públicos, en todos sus actos y con­
tratos, deben evitar privilegios y discriminaciones injustificados, 
y abstenerse de toda práctica gue tenga la capacidad, el Qrop6-
sito o el efecto de generar coml)etencia desleal o de restringir 
en forma indebida la competencia . 

Se consideran restricciones indebidas a la competencia, entre 

otras, las siguientes: 

( ... ) 
(He subrayado) 

Pero, aparte del artículo 34, la Ley 142 contiene en el artículo 
133 un amplio catálogo de reglas enderezadas a proteger los 
derechos del usuario frente al eventual intento de las empresas 
prestadoras de servicios públicos de abusar de la "posición do­
minante" que, según la ley, ellas usualmente tienen frente a sus 
usuarios. Tal "posición dominante" surge, por supuesto, cuando, 
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por diversas circunstancias, no existe competencia amplia en la 

prestación de servicios. 

u a de las circunstancias que puede poner en peligro la libertad 
d: competencia en una sociedad y conducir a situaciones de 
"posición dominante" consiste en las integraciones empresaria­
les. Los artículos 4 de la Ley 155/59, 5 del Decreto 1302/64 Y 
51 del Decreto 2153/92 otorgan a la Superintendencia de Indus­
tria y Comercio la facultad de objetar las integraciones empresa-

riales en los supuestos allí descritos. 

En materia de servicios públicos domiciliarios, por su parte, el 
legislador no fue ajeno a esa preocupación, aunque reguló el 
problema desde una perspectiva diferente. Así, el numeral 25 
del artículo 7 3 de la Ley 142 de 1994 atribuye a las Comisiones 
de Regulación la facultad de establecer los mecanismos indis• 
pensables para evitar concentración de la propiedad accionaria 
en empresas con actividades complementarias en un mismo 
sector o sectores afines en la prestación de cada servicio públl-

co . 

Pero en el asunto específico de la prevención de integraciones 
empresariales inconvenientes, la Ley 142 se quedó corta, pues, 
como explicaré adelante, no existe en las normas que rigen el 
sector una facultad que permita a la Superintendencia de Ser­
vicios Públicos Domiciliarios revisar en forma previa, y detener 
eventualmente, integraciones empresariales que puedan ser 
contrarias a la competencia. En general, la Ley 142, para facilitar 
la innovación empresarial, evitar indebida intromisión burocráti­
ca en el sector y evitar tentaciones de corrupción, es opuesta 
a exigir a los empresarios "permisos previos" antes de realizar 
sus actividades. Sin embargo, es claro que la dificultad de des• 
hacer una Integración anticompetitiva, una vez realizada, puede 
ser muy alta, y muy grandes los perjuicios sociales resultantes 
de ella, por lo que parece conveniente tomar en el futuro la 
Iniciativa de otorgar a la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios la facultad de revisar, previamente, los proyectos 

de integración empresarial. 
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Las múltiples normas sobre protección de la competencia que 
contiene la Ley 142 de 1994 exigen, como es lógico, que exis­
ta una autoridad con facultad para vlgllar su cumpllmlento. Y, 
como expliqué arriba, la Constitución determina, en el articulo 
3 70, que la Superintendencia de Servicios Públicos Domicilia­
rios ejerza el control, la inspección y vigilancia de las entidades 
que prestan esos servicios . 

VI.LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PúBLICOS 

DOMICILIARIOS: FACULTADES EN MATERIA DE 

PRÁCTICASRESTRICTIVAS DE LA COMPETENCIA 

La restricción indebida de la competencia tiene un matiz diferen­
te en el sector de los servicios públicos domiciliarlos al del resto 
de la economía. 

La Corte Constitucional, por ejemplo, hizo el siguiente análisis: 

El demandante agrega que el régimen de libertad de los servi­
cios públicos es incompatible con el bienestar general y con los 
demás fines que la Carta persigue por medio de su prestación . 
No comparte la Corte este argumento. En efecto, como ya se 
anotó en el apartado referente a fos fines de la función estatal 
de regulación, el Estado interviene en la economía con el pro­
pósito, entre otros, de asegurar el adecuado funcionamiento del 
mercado y corregir las llamadas "fallas de mercado" . 

En ese sentido, es del caso recordar que el artículo 333 de la 
Constitución prescribe que "la libre competencia económica es 
un derecho de todos que supone responsabilidades". De ahí que 
las normas acusadas prevean que las empresas tendrán libertad 
para establecer sus tarifas siempre y cuando haya condiciones 
de competencia y que esta redunde en beneficio "de todos" . 

El legislador, en ejercicio del margen de configuración del que 
dispone, ha considerado que la competencia económica entre 
empresas prestadoras de servicios públicos, cuando ella sea po­
sible en los términos que el propio legislador determina, es un 
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medio adecuado para satisfacer las necesidades de la población. 
Pero también previó que cuando el mercado falle las comisiones 
de regulación pueden determinar el paso del régimen de liber­
tad tarif arla al régimen de regulación y que dentro de este la 
autonomía de los oferentes se sujete a las fórmulas f1jadas por 
la comisión respectiva. 

De esta manera se busca que los servicios públicos domicilia­
rios se encuentren sujetos a regímenes regulatorios por medio 
de los cuales se garantice el cumplimiento de los fines sociales 
que les son Inherentes, de acuerdo con las características cam­
biantes del escenario económico en el cual se prestan dichos 
servicios, según se señaló en el apartado sobre el tema . 

En atención a la obligación que tiene el Estado de mantener la 
regulación, el control y la vigilancia de los servicios públicos, la 
ley también ha previsto una serie de disposiciones orientadas 
a evitar que comportamientos contrarios al mercado conlleven 
a que la libre competencia no sea un derecho en beneficio de 
todos, que es la razón por la cual la Constitución fo protege, sino 
un derecho del cual abusañan quienes se encuentran en una 
situación de predominio para beneficio propio y en perjuicio de 
los demás, que son la gran mayoría de los usuarios. Así pues, 
la \\prohibición de prácticas discriminatorias, abusivas o restricti­
vas" y la de \\prácticas tarifarias restrictivas de la competencian, 
según lo prescrito por los artículos 34 y 98 de la Ley 142 de 
1994, respectivamente, obedece al propósito del legislador de 
proscribir comportamientos que vulneran el derecho a la libre 
competencia económica, reconocido en el artículo 333 de la 
Constitución. 

En este orden de ideas, la Corte concluye que el numeral 2.6. 
del artículo 2º, el artículo 34, el numeral 86.1. del artículo 86 
y el articulo 98 de la Ley 142 de 1994 establecen un régimen 
ajustado a lo prescrito en los artículos 333, 334 y 365 de ra 
Constitución. Por lo tanto, la Corte declarará su exequibilidad por 
el cargo analizado . 

El numeral 14.11 del artículo 14 también se ajusta a la Carta 
en el entendido de que la información debe ser enviada previa-
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mente a la comisión de regulación competente y que esta debe 
garantizar oportunamente a los usuarios el derecho de partlcf pa­
ción directa y efectiva6
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Es claro que en el análisis de las conductas que pueden conside­
rarse como restrictivas de la competencia deben también entrar 
enjuego principios y reglas constitucionales como la de protec­
ción de los derechos de los usuarios (art. 369 Const. Poi.) y el 
régimen especial derivado del artículo 365 de la Constitución. 

En un principio las facultades de la Superintendencia de Servi­
cios Públicos en relación con las prácticas comerciales restricti­
vas y las integraciones empresariales se derivaban del articulo 
185 de la Ley 142 en armonía con el numeral 1 del artículo 79 
de la misma ley . 

Luego, mediante la Ley 689 de 2001 el Congreso reformó varios 
aspectos de la Ley 142 de 1994. Una de tales modificaciones 
fue la de subrogar el artículo 79 de la Ley 142 que señala las 
funciones de la Superintendencia. Se añadió así el numeral 32 
que dispuso la facultad de la Superintendencia para: 

Adelantar las investigaciones por competencia desleal y prácti­
cas restrictivas de la competencia de los prestadores de servi­
cios públicos domiciliarlos e imponer las sanciones respectivas, 
de conformidad con el artículo 34 de la Ley 142 de 1994. 

Uno de los eventos que puede contribuir a reducir la competen­
cia en cualquier sector de la economía es el de las integraciones 
empresariales, por lo que las normas generales atribuyen a la 
Superintendencia de Industria y Comercio la facultad de exigir 
una autorización previa suya antes de que puedan llevarse a 
cabo . 

La Ley 689 del 2001 no añadió una norma que permita a la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios adelantar 
un control previo respecto de las integraciones empresariales 
en su sector. Entiendo que la posición de la Superintendencia 
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de Servicios Públicos consiste en que no tiene la facultad de 
objetarlas. En un concepto expresó lo siguiente: 

Dentro de las funciones que le corresponden a la Superinten­
dencia de Servicios Públicos no está prevista la del control pre­
vio de fas Integraciones económicas, lo cual quedó claramente 
expuesto mediante Concepto SSPD-OJ-2003-527, toda vez que 
ras competencias que asumió la Superintendencia de Servicios 
Públicos son las que le asignó la Ley 142 de 1994 de manera 
expresa y no todas las señaladas en el Decreto 2153 de 1992 . 

Por otra parte, atendiendo el pronunciamiento de la Superinten­
dencia de Industria y Comercio en cuanto a que son incompeten­
tes para ~ercer control sobre las Integraciones entre empresas 
de servicios públicos, por ser un sector que goza de un régimen 
particular y especial, basta concretar lo siguiente: 

El numeral 25 del articulo 7 3 de la Ley 142 de 1994 atribuye a 
las Comisiones de Regulación la facultad de establecer los me­
canismos Indispensables para evitar concentración de la propie­
dad accionaria en empresas con actividades complementarias 
en un mismo sector o sectores afines en la prestación de cada 
servicio público . 

En este sentido, las Resoluciones CREG 057 de 1996 y CREG 
71 de 1998 señalan algunos aspectos relacionados con la inte• 
gración de las empresas prestadoras de gas natural, entre los 
cuales se encuentra el control posterior de este tipo de opera• 
ciones por parte de la CREG. Lo propio dictan las Resoluciones 
CREG 128 de 1996, 65 de 1998 y 42 de 1999 en relación con 
el sector de energía eléctrica. 

En consecuencia, la Superintendencia de Servicios Públicos no 
tiene atribuciones legales para ejercer un control previo sobre 
una Integración económica entre empresas de servicios públi­
cos, así como tampoco las tiene la Superintendencia de Industria 
Y Comercio, tal como lo hicieran saber a esta Entidad mediante 
comunicación del 27 de octubre de 2003, puesto que existe 
una regulación de carácter especial para el sector de gas, según 
la cual la Comisión de Regulación de Energía y Gas está facul-
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tada para ejercer un control posterior sobre la operación econó­
mica y, solo en el evento en que la Comisión tenga indicios de 
haberse violado las normas del régimen de seNiclos públicos, 
pedirá a esta Superintendencia que adelante la investigación y~ 
es del caso. imponga la sanción correspondlente7 • 

(Las negrillas pertenecen al texto). 

De conformidad con ese concepto y con el concepto número 
535 de 2005 (25-Nov-OS), la posición de la Superintendencia 
de Servicios Públicos consiste en que no tiene facultades en 
materia de control previo sobre integraciones empresariales; 
algo similar, pero no idéntico, fijar "mecanismos" para evitar la 
"concentración de propiedad accionarla", corresponde a las Co­
misiones de Regulación según el numeral 23.5 de la Ley 142. 
Comparto la apreciación de la Superintendencia de Servicios Pú­
blicos. 

Destacados doctrinantes consideran que la facultad de objetar 
la integración de empresas de servicios públicos domiciliarios 
está hoy en cabeza de la Superintendencia de Industria y Co­
mercio, quien, desde su perspectiva, tendría una "facultad re­
sidual'' para aplicar todas fas disposiciones antimonopolios cuya 
aplicación no hubiese sido atribuida en forma expresa a otras 
autoridadesª. Tal tesis es respetable pero, a la luz del artículo 
3 70 de la Constitución, parecería necesario afirmar, más bien, 
que si la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios no 
tiene esta facultad en cuanto a las empresas del sector, nadie 
la tiene. 

En efecto, el artículo 3 70 excluye fa posibilidad de que otras 
superintendencias adelanten inspección, control y vigilancia so­
bre las empresas de servicios públicos, al menos en aquellos 
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aspectos de la vida de estas que tienen relación directa y espe­
cífica con la prestación de tales servicios. Sin duda, el tema de 
la integración empresarial de los prestadores de servicios es uno 
de estos asuntos que inciden en forma directa en la cali 

dad, el precio y las posibilidades de elección que caracterizan las 
relaciones de las empresas con los usuarios. Creo, pues, que 
el artículo 3 70 de la Constitución impide Interpretar la "facultad 
residual" de la Superintendencia de Industria y Comercio en el 
sentido de que puede extenderse a los prestadores de servicios 

pObllcos . 

La Superintendencia de Servicios Públicos tiene, por supuesto, 
la facultad de investigar fa violación de las normas expedidas por 
las comisiones de regulación en estas materias (Art. 79 Num. 1 
Ley 142) y, en particular, las relativas a evitar la concentración 
de propiedad accionaria en el sector. 

VI l. CONSTITUCIONALIDAD DE UN CAMBIO DE 

COMPETENCIAS 

Cualquier ley que pretenda modificar las facultades de la Su­
perintendencia de Servicios Públicos debe tener en cuenta el 
artículo 3 70 de la Constitución, que señala: 

Corresponde al Presidente de la República señalar, con sujeción 
a la ley, las políticas generales de administración y control de 
eficiencia de los servicios públicos domiciliarios y ejercer por 
medio de la Superintendencia de SeNiclos Públicos Domicilia­
rios, el control, la inspección ll vigilancia de las entidades que 
los presten . 

(He subrayado). 

Por virtud de esta norma, la ley no podría transferir a otra auto­
ridad ninguna facultad relacionada con la inspección, vigilancia 
o control de las empresas de servicios públicos. Ya ha tenido la 
Corte Constitucional la oportunidad de precisar lo siguiente: 
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Debe señalarse igualmente, que por principio, conforme al Ar­
tículo 211 de la Constitución Política, las competencias de f ns­
pección y vigilancia, por cuanto aparecen atribuidas al Presidente 
de la República en el mencionado Artículo 189, son suscepti­
bles de delegación en los ministros, directores de departamento 
administrativo, representantes legales de entidades descentrali­
zadas, superintendentes -entre otros funcionarios y agencias-, 
previo señalamiento que haga la ley. 

Precisamente la Ley 489 de 1998 indica las competencias del 
Presidente de la República que pueden ser objeto de delegación 
y entre ellas se mencionan todas las relativas a Inspección y 
vigilancia constitucionalmente asignadas a él (Artículo 13 de la 
Ley 489 de 1998) . 

~n este punto debe {a Corte enfatizar que salvo el caso de la 
inspección y vigilancia de los servicios públicos domiciliarios, 
asignadap_or la Constitución al Presidente de la Re¡¿ública, {Lero 
cuyo eyercicio debe realizarse a través de la Superintendencia 
de Servicios PQblig,s (Artículo 370 de la C. P.), el Presidente 

o 

goza, por principio_,, de d;scr:_ecionalidad para escoger el órgano 
o autoridad delegataria de sus funciones entre los organismos 
constitucional y legalmente previstos a menos que medie seña­
lamiento legal expreso9 . (Las subrayas son mías). 

Los conceptos de \\control, inspección y vigilancia", aunque anti­
guos en nuestro derecho constitucional y administrativo, tienen 
un contenido indeterminado, que debe ser precisado por la ley 
o la jurisprudencia y la doctrina. Además, están estrechamente 
ligados con el concepto de "policía administrativa"1º. La Corte 
Constitucional, al referirse a ras facultades de inspección, vlgi-
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lancla y control de la Superintendencia de Servicios Públicos Do• 

mlclllarlos, Indicó; 

z.3. A la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, 
entidad de creación constitucional (art. 3 70) se le encomendó 
el ejercicio de las funciones presidenciales de control, inspe~­
clón y vigilancia de las entidades que presten los servicios pu-

bllcos domiclllarios. 

La adscripción constitucional de dichas funciones autoriza a la 
superintendencia para intervenir y revisar, en determinadas clr­
~unstanclas. las operaciones y decisiones de quienes prestan 
servicios públicos domiciliarios. cuando estas se juzguen con­
trarias a las previsiones legales, a las regulaciones generales 
del Gobierno sobre administración y control de su eficiencia, a 
las disposiciones que a nivel regional o local se hayan expedido 
sobre tales servicios, y aun a los propios reglamentos internos 
del servicio, adoptados por las empresas prestatarias de este, 
con sujeción a la normatlvidad superior11 

• 

(He subrayado) . 

En el mismo sentido, la Sala de consulta del Consejo de Estado 
conceptuó: 

Ahora bien, no obstante corresponder al legislador la determina­
ción de la estructura de la administración nacional con la crea­
ción, supresión o fusión de superintendencias y además ser 
propia la función de señalar sus objetivos y estructura orgánica 
(art.150. 7), para efectos del cumplimiento de las funciones es­
tatales de inspección, vigilancia y control sobre las entidades 
que prestan los servicios públicos domiciliarios, el constituyen­
te de 1991 atribuyó d,i_recta01ente al Presidente de_la República 
tales funciones, para ser (;Jercidas por conducto de la Super­
Intendencia de Servicios. Públicos Domiciliarios, cuya regulación 
está contenida principalmente en las leyes 142 y 143 de 1994 
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las cuales se analizan, en los temas puntuales objeto de consul• 
ta, en el orden en que fueron planteados12 • 

(He subrayado) . 

Por su parte, la Ley 222 de 1995, al referirse a la Superintenden• 
eta de Sociedades hizo una serie de definiciones Interesantes: 

Artículo 83. INSPECCIÓN. La Inspección consiste en la atribución 
de la Superintendencia de Sociedades para solicitar, conflrmar y 
analizar de manera ocasional, y en la forma, detalle y términos 
que ella determine, la información que requiera sobre la sltua• 
ción Jurídica, contable, económica y administrativa de cualquier 
sociedad comercial no vigilada por la Superintendencia Bancaria 
o sobre operaciones específicas de la misma. La Superinten• 
dencia de Sociedades, de oficio, podrá practicar Investigaciones 
administrativas a estas sociedades. 

Artículo 84. VIGILANCIA. La vigilancia consiste en la atribución 
de la Superintendencia de Sociedades para velar por que las 
sociedades no sometidas a la vigilancia de otras superintenden­
cias, en su formación y funcionamiento y en el desarrollo de su 
objeto social, se ajusten a la ley y a los estatutos. La vigilancia 
se ey,ercerá en forma permanente . 

( ... ) 

Artículo 85. CONTROL. El control consiste en la atribución de 
la Superintendencia de Sociedades para ordenar los correctivos 
necesarios para subsanar una situación crítica de orden jurídi­
co, contable, económico o administrativo de cualquier sociedad 
comercial no vigilada por otra superintendencia, cuando así lo 
determine el Superintendente de Sociedades mediante acto ad­
ministrativo de carácter particular . 

( ... ) 

(He subrayado). 
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Aunque desde luego esos artíc~los ~e 1~ Ley 22~ ~o ~e re~eren 

1 
superintendencia de Servicios Pubhcos Dom1c1llar1os, s1 son 

~u:tratlvos del alcance que a la expresión "inspección, vigilancia 
y control" ha dado el legislador . 

Del artículo 3 70 de la Constitución se desprende que la "Ins­
pección", el "control" y la "vigilancia" de aquellas entida~es que 
prestan servicios públicos corresponde en forma exclusiva y ex~ 
cluyente a la Superintendencia, por lo menos en aquellos aspec­
tos que se refieren o inciden en forma necesaria y directa en la 

prestación de los servicios. 

De manera que la "Inspección", el "control" y la "vigilancia" del 
cumplimiento que hagan las empresas prestadoras respecto de 
todas las normas propias de las empresas de servicios públicos 
no pueden ser atribuidos por el legislador a ninguna entidad di­
ferente de la Superintendencia de Servicios Públicos . 

y el legislador, al dictar las leyes 142 y 143 de 1994, consideró, 
con muy buen sentido, que las peculiaridades propias de la pres­
tación de los servicios públicos domiciliarios, a las que me he 
referido atrás, creaban oportunidades, peculiares también, para 
disminuir la competencia y para abusar de posición dominante. 
Por eso la Ley 142 incluye normas ~speciales en la materia, ta­
les como el artículo 34, arriba citado, y el artículo 133. Existien­
do esas normas, que reflejan la conciencia del legislador acerca 
de las caracteñsticas prop_fas e inconfundibles de la prestación 
de los servicios públicos, surge como corolario indispensable del 
artículo 3 70 que solo la Superintendencia de Servicios Públicos 
puede ejercer inspección, control y vigilancia sobre la manera en 
la cual los prestadores cumplen con ellas. 

Desde esa perspectiva, la \'Inspección" de la vigilancia debe con­
sistir en orientar sus búsquedas de información en tal manera 
que pueda detectar violaciones del régimen de competencia. La 
facultad de "vigilancia" la obliga a estar atenta a fenómenos de 
restricción de competencia o abuso de posición dominante que 
no puedan deducirse de la observación de las informaciones 
que recibe en forma rutinaria; y la facultad de "control" le exige 
adoptar medidas preventivas o represivas para asegurar el cum-
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plimlento correcto de las normas propias del sector Incluyendo 
en cuanto a competencia y abuso de posición dominante 

5
~ 

refiere, el articulo 34 de la ley 142 . 

Ahora bien, la represión de las conductas que tengan como efec­
to o propósito restringir indebidamente la competencia debe en­
marcarse como una típica facultad de vigilancia de la ley, en este 
caso del artículo 34 de la ley 142. 

El hecho de que la prohibición de incurrir en prácticas restrictivas 
de la competencia se encuentre en la Ley 142 parecería hacer 
más evidente que la facultad de vigilar su cumplimiento no pue­
de trasladarse a otra entidad . 

En fin, en la medida en que los conceptos de "inspección, vi­
gilancia y control" apuntan a asegurar la conformidad entre las 
conductas de los prestadores de servicios públicos y las normas 
a las cuales deben estar sujetos, parece obvio que el cumpli­
miento de las normas sobre competencia en el sector de los 
servicios públicos domiciliarios es parte de la atribución cons­
titucional de la Superintendencia de Servicios Públicos Domici­
liarios. 

En conclusión, los textos constitucionales y legales, asi como la 
jurisprudencia, permiten afirmar que el traslado de la función de 
inspección, vigilancia y control que hoy corresponde a la Super­
intendencia de Servicios Públicos Domiciliarios sobre las activi­
dades de los prestadores de tales servicios que puedan resultar 
contrarias a la competencia, a favor de cualquier otra entidad del 
Estado, seña contrario al artículo 3 70 de la Constitución . 

VIII. INCONVENIENCIA DEL TRASLADO DE FUNCIONES 

Hemos visto, pues, desde una perspectiva general la importan­
cia que la Constitución de 1991 atribuye al asunto de la presta­
ción de los servicios públicos domiciliarios, y a la defensa de la 

b'.. las competencia dentro de la economía. Hemos visto tam ,en 
reglas básicas que sobre competencia contiene la Ley 142 Y el 

• • Públicos encargo que hace a la Superintendencia de Serv1c1os 

: ....................................................................... . 
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Domiciliarlos -en consonancia con la Constitución- para ejercer 
control, Inspección y vigilancia sobre las actividades de los pres­
tadores de tales servicios. 

cumple ahora ref erlrse, de modo especial, a varl~s argum~ntos 
que se han presentado para justificar que la Super1ntendenc1a de 
Industria y Comercio asuma la competencia sobre los asuntos 
relacionados con las prácticas restrictivas de la competencia y 
las integraciones empresariales de los prestadores de servicios 
públicos domiciliarios. 

Antes de entrar en el examen de argumentos más específicos, 
es preciso anotar que el traslado de funciones de la Sup~rlnt_en­
dencia de Servicios Públicos a otras entidades estatales 1mphca­
ría, por así decirlo, una "rebaja" en la importancia que la Constitu­
ción quiso dar al tema de la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios. El reconocimiento original que hizo la Constitución 
acerca de la importancia de este asunto se reflejó en el hecho 
excepcional de crear, ella misma, esa Superintendencia. Por el 
contrario, el mensaje imprícito del traslado de funciones consiste 
en que el tema ha perdido importancia de alguna manera, hasta 
el punto de que el ente especial creado por el constituyente para 
atenderlo deba desprenderse de sus funciones en beneficio de 
una entidad que no tiene origen constitucional y en la cual el 
sector de los servicios públicos domiciliarios sería apenas uno 
entre los muchos merecedores de cuidado. 

1. lA ESPECIALIDAD DE LA SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS 

PúBLICOS DOMICILIARIOS 

El numeral 32 del artículo 79 de la Ley 142 señala que corres­
ponde a la Superintendencia de Servicios Públicos \\Adelantar las 
investigaciones por competencia desleal y prácticas restrictivas 
de la competencia de los prestadores de servicios públicos do­
miciliarios e imponer las sanciones respectivas, de conformidad 
con el artículo 34 de la Ley 142 de 1994" . 

• . 
• • • • • . 
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la razón básica por la cual se dio estaco 
tendencia consistió en la especialidad d ~petencla ~ la Superin• 
emp~esas de servicios públicos, que obr:n~s ii1~rac1ones de las 

:;~;:~~. ollgopdolíst!co o ~onopolístlco, p~oplcio g=~=r~~e:~I~~ 
. - - iones ominan tes , para prestar servicios ue 

relac1on intima con los derechos fundamentales de qlasp tienen 
nas. erso-

Es_!as últimas no son características predominantes en los de­
mas sectores de la economía, en donde las conductas que limi­
tan la competencia son, m:is bien, excepciones en un ambiente 
Qen~~al propicio a la libre competencia y a la libertad en la for­
mac1on de precios y contratos; y en donde las posibilidades de 
que una empresa adquiera "posición dominante" para la oferta 
de bienes y servicios vitales para el usuario son Infrecuentes . 

Por razón de sus funciones generales, la Superintendencia de 
Servicios Públicos dispone de información amplia sobre las 
actividades y las circunstancias especiarísimas en las que se 
prestan los servicios públicos domiciliarios en el país. En esas 
condiciones, el control sobre prácticas de competencia desleal 
y restrictivas de la competencia que se encargó a la Superin­
tendencia de Servicios Públicos Domiciliarios se beneficia de 
toda la estructura de la Superintendencia y de la información 
especializada que ella maneja. Cualquier otra entidad estatal se 
encontraría en inferioridad de condiciones frente a los presta­
dores de servicios públicos para analizar sus conductas porque 
no dispondría, con costos y en tiempo razonable, de la misma 
información, estructura y cultura de que ya dispone como cosa 
natural para este propósito la Superintendencia de Servicios Pú­
blicos Domiciliarios . 

Es probable que un traslado de competencias a otr~ en~idad im­
plicaría una duplicación de informaciones y de func1o~ar1os, Y un 
aumento de las erogaciones presupuestales respectivas. 

El proyecto de ley mencionado arriba reconocía, en cierta f~rma, 
la dificultad anotada, y pretendía superarla de una m~nera inefi­
ciente, a saber: consiguiendo la presencia del _supe~1nte~de~te 
de servicios Públicos Domiciliarios en un organismo 1nter1nst,tu-

• ••••••••••••••••••• • ···-······················· : ........................... . 
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ctonal que decidiera los asuntos de competencia en el sector. Es 
obvio que esa vinculación ocasional no podría suplir la dirección 
permanente que el Superintendente de Servicios Públicos Do• 
mlcillarios da hoy a las actuaciones relacionadas con la protec­
ción de la competencia en la entidad a su cargo . 

2. LA CSPECIALIDAD DE LA 5UPERINTENDfNCIA 

DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

El Dr. Jalro Rublo Escobar, actual Superintendente de Industria y 
Comercio, señaló en un reciente artículo: 

Razones de especialización también sugieren la conveniencia de 
una autoridad única. Hoy en día, todos conocemos que la SIC, 
especializada en la materia, las demás entidades competentes 
no han concluido investigación alguna o las mismas han sido es­
casas. Surge, entonces, la Inquietud sobre cuál es la causa de la 
falta de correspondencia entre la magnitud de sectores como el 
bancario y el de servicios públicos domiciliarios con las escasas, 
casi nulas, investigaciones por prácticas comerciales restrictivas 
en estos sectores. La conclusión, pues, no es otra que la falta 
de especialización de las autoridades encargadas de velar por la 
observancia de las mismas1~. 

El planteamiento del distinguido funcionario no tiene en cuenta 
un hecho básico: los asuntos de "competencia• en la econo­
mía en general son menos especializados que los asuntos de 
"competencia en el sector de servicios públicos domiciliarios"; y, 
como arriba indiqué, en este último se presentan circunstancias 
especialísimas que, a diferencia de lo que ocurre en otros secto• 
res de la economía, favorecen en forma particular la aparición de 
ollgopolios, monopolios y "posiciones dominantes" para la pro­
visión de servicios que inciden en forma inmediata en derechos 
fundamentales de los usuarios . 

Así, es cierto que la Superintendencia de Industria y Comercio 
tiene una mayor "especialización" que la Superintendencia de 

' , 
• • • • • . . 
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Servicios Públicos Domiciliarios respecto del tema de práctica 
comerciales restrictivas, pero no tiene la "Información" y el co~ 
nacimiento especializado e inmediato del sector que tiene la 
Superintendencia de Servicios Públicos para analizar en forma 
completa los problemas de competencia que en este sector se 
presentan, y sus efectos sobre los usuarios. 

Es más eficiente y económico desarrollar y aplicar conceptos de 
competencia en servicios públicos, en una entidad especializada 
en estos últimos como la Superintendencia, que educar en las 
complejidades propias de la prestación de los servicios públicos 
domiciliarios a los funcionarios que manejan conceptos genera­
les sobre competencia en la economía. 

3. NECESIDAD DE CONGRUENCIA 

Sin duda, es indispensable asegurar que las decisiones de las 
entidades públicas sean congruentes. 

Dada la alta sensibilidad política de todos los temas relaciona­
dos con servicios públicos, parece conveniente, para asegurar 
la congruencia de las decisiones de las autoridades, limitar el 
número de actores estatales que participan en las decisiones 
pertinentes. 

El traslado de la función de vigilancia sobre prácticas de compe­
tencia a otra entidad distinta de la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios añadiría un nuevo actor en el sector de los 
servicios públicos, lo que multiplicaría las posibilidades de deci­
siones que el público podría ver como inconsistentes o contra• 
dictorias --difíciles de explicar a los usuarios y a los prestadores 
mismos de los servicios y contribuiría a diluir las responsa­
bilidades y a dar la sensación de que no hay políticas claras Y 
uniformes del Estado en esta materia . 

Las eventuales discrepancias en el análisis de los problemas de 
competencia propiamente dichos que surgieran entre las dos 
Superintendencias serían, sin duda, más fáciles de explicar por 
la especialidad del sector de los servicios públicos, que las que 

• ••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 
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1 n en cuanto a la prestación de los servicios públicos . 
surg era ,. 

"ltlmas tendrían la capacidad de afectar en una forma mas 
Estas u bl • - 1 ·ta 1 ta a un núcleo mayor de la po ac1on, por o que ev1 r as 
dlrec d. · t .. 
parece más Importante que evitar 1screpanc1as en asun os mas 

generales de competencia • 

4. UNIFORMIDAD: ¿POSIBLE?, ¿DESEABLE? 

A lo largo de este documento he explicado las razones por las 
cuales el sector de ros servicios públicos domiciliarios no puede 
abordarse con los mismos criterios con que se analizan otros 
sectores de la economía. El mandato del constituyente y la 
realidad económica del sector así lo imponen . 

Las reglas de la Ley 142 sobre prácticas restrictivas de la com­
petencia son ~sp,ecia(es -coinciden en muchos aspectos con la 
Ley 155 de 1959 y con el Decreto 2351 de 1992, pero no son 
Iguales, ni tienen por qué serlo- y no puede esperarse que la 
Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios abandone 

0 deje de aplicar tales reglas so pretexto de una uniformidad 
con la Superintendencia de Industria y Comercio. No se conce­
biría, tampoco, que esta última dejara de aplicar las reglas sobre 
competencia, propias de este sector, para aplicar las que fueron 
diseñadas para sectores de la economía que no tienen el mis­
mo reconocimiento constitucional ni las mismas características 

~ . 
econom1cas . 

Esta especialidad de la Superintendencia de Servicios Públicos 
no es un "riesgo" ni una fuente de \\incertidumbrejurídica". Es el 
reflejo del régimen constitucional y de una realidad económica . 
En efecto, las empresas del sector saben de antemano que se­
rán vigiladas por la Superintendencia de Servicios Públicos y que 
estarán sometidas a las reglas propias de la Ley 142. No puede 
esperarse que quienes invierten en el sector lo hagan con la 
esperanza de que las empresas estarán sujetas solamente a las 
reglas generales en materia de prácticas restrictivas de la com­
petencia. Ello sería tanto como afirmar que genera una fuente 

• • • 1 • • • • • • • • • • • • • • • • • 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • : 
• • • • • • • • ♦ • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • 

• ♦ 
• • • • • . 
• • • • 

• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • ••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••••• 

31 

1 
1 



. 
• 
• • • . 
• • • • • • • • • • • • 
t 
• • : 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • . 
• • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • • . 
• • • • • • • • • • • • 

de "incertidumbre" el hecho de que el sector 
unas reglas propias en materia de capital de ·n flna~ciero tenga 

, 1 versiones, etc. 

5. lA FINANCIACIÓN DE LA SUPERINTENDENCIA DE 

SERVICIOS PúBLICOS DOMICILIARIOS 

Al c<:>ntrario de lo que se dice en algunos documentos ue h 
se~1do para respalda_r la iniciativa del traslado de funcl¿nes, ~~ 
un1on d~ competencias en la Superintendencia de Industria 
Comercio no aumentaría los recursos disponibles en el sect¿,. 
para e!ect<:>s ~e promover la competencia: en el mejor de los 
casos 1mpl1car1a una redistribución de ellos. V podría llevar más 
bien, a generar un déficit de recursos. ' 

Debe tenerse en cuenta que la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios tiene una facultad expresa para financiar 
sus actividades con cargo a las entidades vigiladas (art. 85 de la 
Ley 142); el traslado de la función de vigilancia sobre temas de 
competencia en el sector de los servicios públicos a otra enti­
dad del Estado aumentaría los gastos de esta otra entidad que, 
presumiblemente, a falta de aquella facultad de financiamiento, 
tendría que acudir para financiarlos a los apoyos del Presupuesto 
Nacional . 

En particular, la Superintendencia de Industria y Comercio no 
está facultada para recaudar el tipo de contribuciones aludidas. V 
sería altamente inconveniente establecerlas con ocasión de un 
nuevo proyecto de ley, pues se estaña aumentando las cargas a 
las empresas. En efecto, debe tenerse en cue~ta ~ue las em­
presas de servicios públicos pagan ya hoy contr1~uc1ones ~nto 
a las comisiones de regulación como a la Super1n~ende~c1a de 
servicios Públicos. ¿Convendrá una tercera carga tr1butar1a en el 
mismo sector? 

La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios no está 
facultada por ley para hacer transferencia de recursos sobran~es 

al Gobierno Nacional o a otras enti,da~ecst,odie~ºJ;1 ~~:1:;i :~ 
bl t en términos fiscales, e e,e 

emen e, . _ caída de los ingresos de la Su-
fun~ioneds a oJradenJ~~fcf:;';i~fcos Domiciliarlos y un aumento 
per1nten enc1a e f · nes 
en el gasto de la entidad que reciba sus unc10 • 
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LA PROTECCIÓN DEL INTERes DE LOS USUARIOS 

6. - 13 de la Ley 142, los principios 
oe conformidad c~n el art1~~~ del título preliminar de 1~ ley se 

ontiene el primer cap lir los vacíos que existan en 
qu~ e para interpretarla y para sup1· a también al interpretar el 
aplican I go se ap 1c . 

11ª Esta regla, desde ue ~, ltades de la Superintendencia . 
e • t nido de las ,acu 
alcance Y con e I rtículo 2 de la ley señala los 
Es útil, por tanto, re:ordartat~ e~ ~ateria de los servicios públi­
flnes de la lntervenc1on es b destacar los siguientes: 

ntro de tales fines ca e . 
cos. De . bien objeto del servicio público y su 
2.1. Garantizar la calidad del I mejoramiento de la calidad de 
disposición final ~ara asegurar e 
'da de los usuarios. 

v1 ... te de la cobertura mediante sistemas 
2.2. Ampllac1on plerl~:~:encia de la capacidad de pago de los 
que compensen a 
usuarios. 

( ... ) 
z.s. Prestación eficiente . 

2.6. Libertad de competencia Y no utilización abusiva de la po­
sición dominante. 

z. 7. Obtención de economías de escala comprobables. 

2.8. Mecanismos que garanticen a los ~suarios el_ ac~:so a los 
servicios y su participación en la gest,on y ffscal1zac1on de su 
prest.ación . 

(He subrayado). 

El régimen previsto en la Ley 142 tiene como propósito principal 
favorecer a los usuarios, respetando, claro está, los demás prin­
cipios constitucionales. Las facultades de la Superintendencia 
se enmarcan dentro de este principio fundamental de la ley. La 
Corte Constitucional ha señalado respecto de la Intervención de 
los usuarios en la regulación del sector: 

4.4.2.3. La participación directa de los usuarios de servicios pú­
blicos en el proceso previo a la adopción de regulaciones tiene 
un propósito más amplio consistente en desarrollar en ese ám~ 

. . . 
• • • • • • • • • • 
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bi!o la democracia participativa, principio rector de la Con tlt _ 
cfon. s u 

La participación directa de los usuarios en el proceso de to 
de decisiones de las comisiones de regulación es un dere ~a 
qu.: encuentra ,funda~ento en los. pri~,cipios constituciona~s~ 
As, pues, el articulo 1 de la Const1tuc1on señala que Colombl 
es un Estado democrático y participativo; el artículo 2º indiC: 
que es un fin e~7ncial del Estado facilitar la participación de to­
dos e~ l_as d~crs1ones qu~ ~los afec~n y en la vida económica 
y adm1n1strat1~a ~e la N~c!on; .~1 articulo 78 dispone que "[e]I 
Estado garantizara la partrc1pac1on de las organizaciones de con­
sumidor7s y usuarios en el estudio de las disposiciones que 
les conciernen. Para gozar de este derecho las organizaciones 
deben ser representativas y observar procedimientos democrá­
ticos internos"; por último, el artículo 369 de la Carta establece 
que "[l)a ley determinará los deberes y derechos de los usua­
rios, el régimen de su protección y sus formas de participación 
en la gestión y fiscalización de las empresas estatales que pres­
ten el servicio"14 . 

Es claro que si la facultad relacionada con el control, inspec­
ción y vigilancia de las prácticas restrictivas se trasladara a la 
Superintendencia de Industria y Comercio, que no tiene en su 
misión legal la específica tarea de velar por los intereses de 
los usuarios, esa facultad se ejercería dentro de un ámbito en 
donde la protección de tales intereses seña, apenas, uno de los 
tantos objetivos posibles para orientar las tareas de la autoridad 
de vigilancia. 

HUGO PALACIOS MEJÍA 
Estudios Palacios Lleras S. A . 
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